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Consideraciones en torno a la  iniciativa de 

reforma en materia de justicia laboral 
150

151

Ismael González Martínez*152
153

a reforma a los artículos 107 y 123 constitucionales en 

mina, entre otros aspectos, la desaparición de las Juntas 157

de Conciliación y Arbitraje para dar lugar a la creación y 158

funcionamiento de los tribunales laborales integrantes del 159

Poder Judicial de la Federación y de los Estados de la Re-160

pública. Asimismo, la reforma constitucional prevé la crea-161

ción de centros de conciliación en el ámbito local y de un 162

“Organismo Descentralizado”, en el ámbito federal que 163

ejercerá la función de conciliación “obligatoria” para las 164

partes en conflicto, y además deberá llevar el registro de 165

los contratos colectivos y de las organizaciones sindicales, 166

así como todos los procesos administrativos relacionados. 167

La integración de estos centros de conciliación y del Or-168

ganismo Descentralizado se dice que estaría determinado 169

* Profesor Investigador del Departamento de Derecho de la UAM-Azca-

potzalco y Asesor Jurídico del Sindicato Nacional de Trabajadores del

Sistema de Transporte Colectivo.

 

L materia de justicia laboral (DOF 24/02/2017) deter-
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en las leyes locales de cada Entidad Federativa y en la Ley 170

Federal del Trabajo, respectivamente. Hasta ahí tendría-171

mos establecida la materia que debería aprobar el Con-172

greso de la Unión para reglamentar las disposiciones de 173

los artículos 107 y 123 constitucionales reformados en fe-174

brero de 2017. No obstante, los senadores Isaías Gonzá-175

lez Cuevas y Tereso Medina Ramírez del PRI presentaron 176

el 7 de diciembre de 2017, ante el Senado de la República, 177

una iniciativa de reforma a la Ley Federal del Trabajo en 178

materia de justicia laboral para reglamentar la forma en 179

que se integrarán y operarán los tribunales de lo laboral, 180

los centros de conciliación locales y el Organismo Descen-181

tralizado Federal previstos en las normas constitucionales 182

antes citadas.  183

Pero también, los senadores González Cuevas y Me-184

dina Ramírez incluyeron en su iniciativa otros elementos 185

que van más allá de la materia del decreto de reforma 186

constitucional antes citada, por cuya propuesta normativa 187

pretende la desregulación de la subcontratación, a efecto 188

de favorecer a las empresas que por esta vía eluden obli-189

gaciones patronales; de igual manera, proponen una nor-190

matividad procedimental en materia de seguridad social. 191

Indudablemente, los aspectos relativos a la subcontrata-192

ción y la seguridad social no son materia de la reforma 193

constitucional de febrero de 2017 y, por lo tanto, no deben 194

ser parte de la discusión legislativa. 195
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A reserva de hacer un análisis de esta iniciativa de re-196

forma laboral de los senadores González Cuevas y Medina 197

Ramírez en sus aspectos más relevantes, previamente se-198

ñalaré que no procede su aprobación, toda vez que el ar-199

tículo segundo transitorio del decreto por el que se refor-200

maron los artículos 107 y 123 constitucionales y cuyo texto 201

se pretende reglamentar, indica que: “El Congreso de la 202

Unión y las legislaturas de las entidades federativas debe-203

rán realizar las adecuaciones legislativas que corres-204

pondan para dar cumplimiento a lo previsto en el pre-205

sente Decreto, dentro del año siguiente a la entrada en 206

vigor del mismo”.1 Es decir, si el citado decreto entró en 207

vigor al día siguiente de su publicación (esto es, el 25 de 208

febrero de 2017), de aprobarse la iniciativa de los senado-209

res González Cuevas y Medina Ramírez en fecha posterior 210

al 25 de febrero de 2018 resultaría inconstitucional, por lo 211

que carece de cualquier sustento legal o constitucional la 212

pretensión de aprobar una reforma en esta materia sin an-213

tes modificar el artículo segundo del citado decreto de re-214

forma constitucional, a efecto de que se establezca un 215

nuevo plazo para reglamentar esa normatividad.  216

En cuanto a la iniciativa de los senadores Medina Ra-217

mírez y González Cuevas que nos ocupa, la exposición de 218

motivos indica que busca “modernizar la impartición de jus-219

ticia […] y garantizar la tutela judicial efectiva de todas las 220

personas”, es decir, pone en la balanza de la justicia, en 221

1 Resaltado en negritas por el autor. 
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un plano de igualdad, al patrón y al trabajador, igualdad 222

que evidentemente no existe en la realidad, señalando 223

también que la citada iniciativa “responde a las demandas 224

de la sociedad mexicana: acceder a una justicia cercana, 225

objetiva, imparcial y eficiente”; pero hasta ahora no se co-226

noce de ningún foro de discusión o encuesta promovida 227

por los autores de la iniciativa, por lo que seguramente 228

desconocen las demandas de la sociedad mexicana en ge-229

neral y las de los trabajadores en particular. 230

El procedimiento laboral que se propone en la iniciativa 231

de reforma laboral de los senadores González Cuevas y 232

Medina Ramírez, inicia con una instancia obligatoria de 233

conciliación, de tal suerte, que la no sumisión a esta ins-234

tancia implicaría la pérdida del derecho de acción ante los 235

tribunales laborales, porque “para admitir a trámite la de-236

manda, la parte actora debe acompañar necesariamente 237

la constancia que acredite la conclusión del procedimiento 238

de conciliación sin acuerdo entre las partes…”,2 entre otros 239

requerimientos. 240

No obstante, por cuestión de espacio me referiré sola-241

mente a la función del registro de sindicatos y contratos 242

colectivos, y del Tribunal de lo Laboral en materia de huel-243

gas, por considerar estos temas de mayor importancia. En 244

la reforma laboral del 2012, se ratificó el criterio previsto en 245

el artículo 357 de la Ley Federal del Trabajo, y en el artículo 246

2 Exposición de Motivos de la Iniciativa de los senadores Isaías Gon-

zález Cuevas y Tereso Medina Ramírez. 
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 2º del Convenio 87 de la OIT, en el sentido de que tanto 247

los trabajadores como los patrones tienen el derecho de 248

constituir las organizaciones sindicales sin autorización 249

previa.  250

Sin embargo, el registro sindical ha sido, por años, una 251

forma de autorización previa para la existencia de los sin-252

dicatos, aunque se diga lo contrario. Tomando en cuenta 253

que el artículo 368, de la iniciativa de los senadores Isaías 254

González y Tereso Medina que analizamos, establece que 255

“el registro del sindicato y de su directiva, otorgado por el 256

Instituto, produce efectos ante todas las autoridades”, es 257

válida la interpretación a contrario sensu respecto de que, 258

un sindicato sin registro no produce efectos ante autoridad 259

alguna. Y si a esto se le agrega la normatividad del artículo 260

374, de la misma iniciativa que complementa esa disposi-261

ción, al prescribir que “los sindicatos legalmente constitui-262

dos son personas morales y tienen capacidad para: I…; 263

II…; y III. Defender ante todas las autoridades sus dere-264

chos y ejercitar las acciones correspondientes”; entonces 265

entendemos que sólo los sindicatos que pueden actuar 266

ante las autoridades son los legalmente constituidos, y 267

los legalmente constituidos son los que están registrados, 268

porque dicho registro de los sindicatos produce efectos 269

ante todas las autoridades. 270

Consecuentemente, el registro se interpreta como una 271

autorización previa que contraviene la garantía de libertad 272

sindical, prevista en el citado artículo 357 y en el artículo 273
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2º del Convenio 87 de la OIT. Al respecto, el Comité de 274

Libertad Sindical de la OIT ha resuelto sobre el registro sin-275

dical en los siguientes términos: 276

Aun cuando el registro sea facultativo, si de él depende 277

que las organizaciones puedan gozar de los derechos 278

básicos para poder “fomentar y defender los intereses 279

de sus miembros”, el mero hecho de que en tales ca-280

sos la autoridad encargada de la inscripción goce 281

del derecho discrecional de denegarla conduce a 282

una situación que apenas diferirá de aquellas en 283

que se exija una autorización previa.3 284

Asimismo, de acuerdo con esta iniciativa, se cancela-285

rían prácticamente los Contratos Colectivos de Trabajo 286

para los sindicatos gremiales, los cuales deberán estar a 287

la disposición de negociar con el Sindicato de empresa o 288

de industria titular del Contrato. Una vez registrado el Con-289

trato Colectivo de Trabajo expedido por un sindicato de 290

empresa o industria, dicho contrato no podría dividirse en-291

tre cada gremio existente en la empresa. 292

Es relevante que la iniciativa conserve la figura del de-293

pósito del Contrato Colectivo establecido en el artículo 390 294

3 Resolución No. 263, 84º informe, caso No. 423, párrafo 72; 85º in-

forme, caso No. 335, párrafo 447; 114º informe, caso No. 350, párrafo 

42; 143er informe, caso No. 734, párrafo 55; 172º informe, caso No. 

869, párrafo 43; 181er informe, caso No. 891, párrafo 74; 204º in-

forme, caso No. 956, párrafo 178; 218º informe, caso No. 1133, pá-

rrafo 109; en “Libertad Sindical”, ediciones de la OIT, Tercera Edición, 

Ginebra, 1985, p. 57. (Resaltado con negritas por el autor) 
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(LFT); pero en el artículo 390 Bis de la misma ley pro-295

puesto reglamenta su registro y aunque el artículo 1,100 296

de la iniciativa precisa que dicho registro es de carácter 297

declarativo, al otorgarse al Instituto la facultad de negar el 298

registro automáticamente dejará de tener ese carácter de-299

clarativo; pues, como se reitera en el citado artículo 1,101 300

propuesto, el registro produce efectos ante todas las auto-301

ridades. Si no se otorga el registro del Contrato Colectivo, 302

éste no surtirá efectos legales, lo cual resulta inadmisible, 303

pues lo pactado entre las partes no podrá entrar en vigor 304

por falta del registro. 305

Aunado a ello, resulta cuestionable que baste con el 306

hecho de que se solicite el registro de un Contrato Colec-307

tivo para que no proceda el emplazamiento a huelga por la 308

firma del Contrato Colectivo, pues una empresa que prevé 309

que la podrían emplazar a huelga por esa razón, podría 310

solicitar, a un sindicato blanco, que promueva el registro 311

de un Contrato Colectivo para frenar la posibilidad de la 312

huelga. 313

Pero, sobre todo, resulta grotesco que se proponga un 314

artículo 1,008 por el cual se obliga a los sindicatos que em-315

placen a huelga por firma del Contrato Colectivo a que de-316

muestren que sus representados “quieren” y han solicitado 317

en forma expresa que ese sindicato los represente y que a 318

su nombre emplace a huelga, además de probar que esos 319

trabajadores cumplieron los requisitos estatutarios de in-320

greso al sindicato, algo por demás contrario a la autonomía 321
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sindical prevista en la Ley Federal del Trabajo (LFT) y en 322

el Convenio 87 de la OIT. 323

Además, considero que los artículos 1,017 y 1,023 de 324

la iniciativa resultarían inconstitucionales, pues la Consti-325

tución establece que la huelga es un derecho de los traba-326

jadores, no de los patrones, pero esas propuestas norma-327

tivas modifican este criterio al prever, en la primera de 328

ellas, que sean “las partes” y no los trabajadores empla-329

zantes quienes puedan solicitar la prórroga del estalla-330

miento de la huelga, en tanto que el artículo 1,023 otorga-331

ría el derecho a los patrones de solicitar que se califique la 332

imputabilidad de la huelga después de los 30 días de esta-333

llada, a efecto de darla por terminada con la resolución de 334

la autoridad.  335

De aceptarse esta propuesta, la duración de la huelga 336

quedaría a merced de los patrones y no de los trabajado-337

res. Estos aspectos, entre otros, deberían someterse a un 338

análisis más estricto para su procedencia legislativa, inde-339

pendientemente de que se requiriera la modificación del 340

término para reglamentar las disposiciones constituciona-341

les que nos ocupan, pues el plazo de un año para hacerlo 342

se ha rebasado en exceso. 343

344




